HABEAS CORPUS - Niega / PROLONGACIÓN INJUSTA DE PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD - No configuración

Entra el Despacho a analizar si le asiste razón al impugnante para insistir en el amparo constitucional al considerar que su solicitud debe resolverse a la luz de elementos diferentes al artículo 317 del Código de Procedimiento Penal ya que la prolongación ilegal de la restricción a su libertad viola los derechos fundamentales alegados. (…) Revisadas las actuaciones penales se observa que, todas las diligencias, trámites y solicitudes dentro del proceso, han observado las garantías de protección para los detenidos, resolviendo sus solicitudes y recursos conforme con los términos legales, lo cual obviamente ha extendido en el tiempo la diligencia del juicio y pospuesto su decisión final. No se vislumbra en el adelantamiento de las diligencias alguna maniobra dilatoria, mucho menos a cargo de la administración de justicia, que pueda catalogarse como ilegal y que haya prolongado injustificadamente la etapa de juicio oral del proceso penal. (…) [L]a pretensión del apoderado de [J.A.L.D.], no está llamada a prosperar, como quiera que la acción constitucional restringe su ámbito de aplicación a los casos expresamente referidos, sin que la situación expuesta encuadre en alguno de ellos. La detención que actualmente cumple [L.D.], lo es en virtud de la medida de aseguramiento impuesta por el Juez de Control de Garantías de Cali y lejos está de ser considerada arbitraria o caprichosa, pues lo hizo en uso de las facultades que la ley le otorga para ello. En razón de lo anterior, resulta forzoso concluir que la superación de la situación que aparentemente constituía presupuesto de hecho para la libertad provisional, acabó con la prosperidad de la impugnación que ahora se resuelve, razón por la cual la providencia apelada será confirmada.

CONSEJO DE ESTADO
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Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Bogotá, D.C., siete (7) de febrero de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 66001-23-33-002-2014-00022-01(HC)

Actor: JUAN ANDRÉS LÓPEZ DÍAZ
Demandado: FISCALÍA 43 DE CALI - UNIDAD BACRIM
Procede el Despacho, de conformidad con el numeral 2 del artículo 7 de la Ley 1095 de 2006, a resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del señor Juan Andrés López Díaz contra la providencia de 23 de enero del presente año proferida por la Magistrada Dufay Carvajal Castañeda integrante del Tribunal Administrativo de Risaralda, dentro del amparo constitucional de la referencia.
I. ANTECEDENTES
1. En ejercicio de la acción de hábeas corpus el ciudadano detenido JUAN ANDRÉS LÓPEZ DÍAZ, mediante apoderado, solicitó ante el Tribunal Administrativo de Risaralda la aplicación del amparo constitucional en atención a que la Fiscalía 43 Unidad Bacrim le ha prolongado ilegalmente su detención preventiva dentro del proceso penal que adelanta el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, incoando su libertad inmediata con fundamento en el artículo 30 de la Constitución Política (fls. 1 a 9).
Como fundamentos fácticos de su petición, señaló en síntesis lo siguiente:
- Que el día 30 de agosto de 2011 fue detenido y se le impuso medida de aseguramiento dentro del proceso penal número 660016000000201100149 por el delito de Concierto para Delinquir con fines de Tráfico Agravado y Porte Ilegal de Armas.
- Que el 28 de diciembre de 2011 la Fiscalía 43 Bacrim presentó escrito de Acusación en su contra, formalizado en Audiencia efectuada el 6 de febrero de 2012, diligencia frente a la cual se propuso una nulidad resuelta finalmente el día 29 de marzo de 2012. 
- La audiencia de formulación de cargos se reinició el 16 de abril y se fijó el 25 de mayo como fecha para la audiencia preparatoria, día en que fue necesario reprogramarla para el 1o de junio de 2012, por inasistencia justificada de uno de los defensores.
- El día antes señalado se requirió suspender la diligencia por cuanto uno de los apoderados no contaba con todos los elementos probatorios, fijándose como nueva fecha el 21 y 22 de junio.
- Celebrada la audiencia preparatoria se fijó el día 17 de septiembre como fecha de inicio del juicio oral hasta el 5 de octubre de 2012. El Juez único Especializado del Circuito informó sobre su imposibilidad de asistir a la diligencia programada, razón por la cual dispuso como nueva fecha para el inicio del juicio oral el 24 de septiembre de 2012.  
- La diligencia se vino a realizar el día 25 de septiembre ya que el día anterior no fue posible iniciarla debido a la no remisión de los detenidos en atención a las posibles conversaciones de sus apoderados con la Fiscalía Delegada en aras de lograr un preacuerdo. El 3 de diciembre de 2012 día de continuación de la audiencia, se suspendió porque el señor Fiscal no se presentó.
- Los días 11, 12 y 13 de marzo de 2013 se realizó el juicio en el cual se practicaron algunas pruebas, pero la diligencia se suspendió en atención a la interposición de un recurso de apelación por parte de la Fiscalía Delegada, impugnación que se resolvió el 26 de abril ordenando el reinicio de la audiencia de juicio para el día 25 de junio de 2013.
- El día señalado, nuevamente se interpuso recurso de apelación suspendiendo la diligencia hasta el 18 y 19 de septiembre, día en que igualmente se presenta otra impugnación decidida el día 30 de octubre de 2013.
- En varias oportunidades se ha solicitado la libertad de las personas detenidas invocando la transgresión al plazo razonable y el vencimiento de términos conforme con las disposiciones legales.
- El 13 de enero de 2014, día fijado para el reinició de la audiencia de juicio oral, se informó que no habría diligencia por la ausencia justificada del Fiscal Delegado, sin que hasta la fecha exista pronunciamiento sobre el reinicio de las diligencias.
El solicitante explica que hasta la fecha han transcurrido más de 870 días de detención sin que se haya definido su situación jurídica manteniéndolo en una prisión de alta seguridad propia de personas “condenadas” y alejado de su núcleo familiar, constituyéndose en una situación de prolongación ilegal de la privación de la libertad en contravía de lo dispuesto por el parágrafo 1 del artículo 61 de la Ley 1453 de 2011 que modificó el Código de Procedimiento Penal.
Indicó que con la irregular detención se vulneran los artículos 6 y 29 de la Constitución Política que consagran el principio del debido proceso conforme con las formas propias de cada juicio.

1.2. TRAMITE PROCESAL

a) Avocado el conocimiento de esta acción pública, el Tribunal Administrativo de Risaralda, mediante auto de fecha 22 de enero de 2014, dispuso entre otras cosas, requerir al Fiscal 43 de la Unidad Bacrim de la ciudad de Cali para que presentara el informe sobre la situación procesal del expediente 66001600000201100149 y lo pusiera a disposición para realizar la correspondiente inspección judicial conforme lo dispone el artículo 5 de la ley 1095 de 2006 (fl.12).
b) El día 23 de enero de 2014 se realizó la inspección judicial ordenada sobre el expediente de las diligencias penales adelantadas contra el señor Juan Andrés López Díaz (fls. 16 a 19).
c) En la misma fecha la Procuradora 38 Judicial en Asuntos Administrativos, emitió su concepto sobre el caso, en el cual solicitó negar el habeas corpus por improcedente, por considerar que de acuerdo con el artículo 317 del Código de Procedimiento Penal adicionado por la Ley 1474 de 2011, al adelantarse las diligencias ante un Juez del Circuito Especializado los términos deben duplicarse siempre y cuando sean tres o más los imputados como en el caso que se estudia (fls. 20 a 24). 
d) En providencia del 23 de enero de 2014 el Tribunal Administrativo de Risaralda resolvió negar por improcedente la solicitud de habeas corpus, por considerar que, de acuerdo a la inspección judicial realizada, al iniciarse el juicio oral el 17 de septiembre de 2012 y haberse formulado la acusación el 28 de diciembre, conforme con la calidad del Juez Especializado que conoce el caso, no se han excedido los términos legales. El a quo invocó como fundamento de su decisión la sentencia de diciembre 7 de 2012 de la Sala de Casación Laboral expediente número 00070 con ponencia de la doctora Elsy del Pilar Cuello Calderón (fls. 25 a 33).
e) En escrito del 24 de enero de 2014 el apoderado del señor Juan Andrés López Díaz impugnó la decisión del Tribunal Administrativo de Risaralda, quien alegó que la prolongación ilegal de la restricción a la libertad del imputado es por causa de las acciones y omisiones de la Fiscalía 43 Unidad Bacrim acarreando consecuencias graves como es la indefinición sobre la responsabilidad penal de su prohijado. Agregó que no puede fundamentarse la decisión sobre el habeas corpus en el artículo 317 del Código de Procedimiento Penal porque evidentemente las situaciones no encajan en los supuestos de esa norma y que deben tenerse en cuenta otros elementos como la naturaleza de la medida como detención preventiva y la ilimitada prolongación de la prisión precautelar, circunstancias que atentan contra el Derecho Internacional y el Derecho Internacional Humanitario y vulneran flagrantemente los principios de proporcionalidad, razonabilidad y presunción de inocencia (fls. 40 a 43).

II. CONSIDERACIONES
Entra el Despacho a analizar si le asiste razón al impugnante para insistir en el amparo constitucional al considerar que su solicitud debe resolverse a la luz de elementos diferentes al artículo 317 del Código de Procedimiento Penal ya que la prolongación ilegal de la restricción a su libertad viola los derechos fundamentales alegados.
El Despacho evidencia que el trámite del habeas corpus se adelantó por parte del Tribunal Administrativo de Risaralda conforme al artículo 5 de la Ley 1095 de 2006, cumpliendo con el requisito de haber surtido la inspección judicial sobre las diligencias penales y haber motivado su decisión de no entrevistar al peticionario del amparo constitucional.
Corresponde al despacho determinar si la decisión del a quo se ajustó a derecho a la luz de las normas y la jurisprudencia que gobiernan la figura del habeas corpus.  
El Habeas Corpus es un amparo constitucional consagrado en el  artículo 30 de la Carta Política, que literalmente establece: “Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad  judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta  persona, el Habeas Corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas.” 
De este recurso, apropiado para la protección del derecho fundamental a la libertad  personal, puede hacer uso el individuo que considere ha sido privado ilegalmente de la libertad, derecho fundamental que no puede ser suspendido, ni siquiera durante los estados de excepción, y que ha sido reconocido también en los tratados y convenciones internacionales sobre derechos humanos como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos  Humanos (Pacto de San José de  Costa Rica), aprobados por el estado Colombiano mediante la Ley 74 de 1978.
Al respecto la Corte Constitucional ha dicho en reiterada jurisprudencia, que es un derecho constitucional fundamental (art. 30 C.P) de aplicación inmediata (art. 85, ibídem)
 no susceptible de limitación durante los estados de excepción (arts. 93 y 214-2 ídem y art. 4° de la Ley Estatutaria 137 de 1994), que se debe interpretar de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia (art. 93 de la Const. Pol.)
, cuya regulación debe ser objeto de una ley estatutaria (art. 152-a, ibídem)
, y también adicionalmente ha sostenido que es un mecanismo procesal de protección de la libertad personal por cuanto es una acción pública constitucional que trata de hacer efectivo el derecho fundamental de libertad individual y, por lo tanto, se constituye en una garantía procesal
, según lo consagra el artículo 1 de la Ley 1095 de 2006 Estatutaria del Habeas Corpus.
La disposición citada establece que el habeas corpus tutela la libertad personal cuando alguien es privado de ella i) con violación de las garantías constitucionales o legales o ii) ésta se prolonga ilegalmente.
De igual manera, la garantía de libertad también procede en los casos que la Corte Constitucional en la sentencia T-260 de 1999, fijó así: 
“(1) siempre que la vulneración de la libertad se produzca por orden arbitraria de autoridad no judicial; (2) mientras la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legales respectivos; (3) cuando, pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de hábeas corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; (4) si la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial.”
A su turno, sobre la naturaleza de esa acción constitucional la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, ha  precisado
:
“(…) (i)La acción de habeas corpus corresponde a un mecanismo extrasistémico, cuya prosperidad tiene lugar cuando la afrenta a las garantías que protege tiene su origen en causas externas al proceso, pues de lo contrario, esto es, si la violación del derecho a la libertad personal tiene su génesis dentro del diligenciamiento, es al interior de éste que debe demandarse su amparo.
Lo dicho se sustenta en la necesidad de reconocer que dentro de los trámites judiciales los sujetos procesales cuentan con mecanismos tales como los recursos ordinarios, por cuyo medio pueden abogar por la protección de sus derechos, ya que:
“La  acción  de  Habeas  Corpus  únicamente  puede  prosperar cuando la violación de esas garantías provengan de una actuación ilegal extraprocesal,  pues  en  tanto  se  controvierta  el  derecho  a  la  libertad  de alguien  que  esté  privado  de  ella  legalmente,  tal  discusión  debe darse dentro del proceso (…)”.
“Y no puede aseverarse, so pena de desquiciar el ordenamiento jurídico, que como la autoridad judicial puede incurrir en ilegalidades, tales deberían ser abordadas por el Juez de Habeas Corpus, en tanto una postura de tal tenor pone en riesgo un sistema penal que está sustentado en la protección de la libertad personal a través de los recursos ordinarios que pueden impetrarse dentro de la actuación, y las acciones que como el control de legalidad se promueven ante órgano diferente del investigador y acusador”.
“En ese orden de ideas resulta extremadamente nocivo para el desarrollo sistémico del proceso penal un entendimiento que no armoniza los instrumentos de protección constitucional y procesal del derecho fundamental a la libertad, haciéndolos coexistir dentro de su respectivo ámbito de aplicación, sino que, al contrario, entrega prelación a uno, subordinando el otro a extremo que de aceptarse terminaría en su extinción al convertir lo extraordinario en corriente, que a su vez es su propia negación”
 (subrayas fuera de texto).
(ii) El derecho – acción de habeas corpus es de carácter fundamental y de aplicación inmediata. También el derecho al debido proceso tiene tales características.
Por tanto, en la tensión entre los referidos derechos fundamentales, se impone reconocer que los procesos judiciales deben ser adelantados con “observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”, de manera que la referida acción constitucional no puede de ningún modo sustituir o desplazar los mecanismos dispuestos por el legislador al interior de cada trámite.
(iii) Esta acción, como cualquier mecanismo de defensa judicial, no puede ser usado de forma genérica e indiscriminada, esto es, pretermitiendo las instancias y los instrumentos ordinarios establecidos por el legislador para cada asunto, pues se encuentra instituida como la principal garantía fundamental en materia de protección del derecho a la libertad con la que cuenta el perjudicado para restablecerlo
.
La procedencia excepcional de esta acción debe responder al principio de subsidiariedad, pues no fue concebida como un mecanismo alternativo, supletorio o sustitutivo del proceso judicial penal, al punto que el Juez Constitucional de hábeas corpus carece de facultad para establecer la validez o mérito de la prueba recaudada en contra de quien se halla sometido al ejercicio de la acción penal, y por dicha vía determinar el grado de responsabilidad que pudiera corresponder al indiciado, imputado o acusado dentro de la actuación penal respectiva, pues todo ello es competencia exclusiva y excluyente del juez natural.
Como reiteradamente lo ha señalado la Sala, cuando es al interior de un proceso penal que se ha dispuesto la privación de la libertad, no resulta viable acudir a esta acción, pues a partir del momento en que se impone la medida de aseguramiento, todas las peticiones que tengan relación con la libertad del incriminado, deben elevarse al interior del proceso penal, pues esta acción no está llamada a sustituir el trámite del proceso penal ordinario
, con mayor razón si, contrario al entendimiento del actor, las decisiones judiciales gozan de presunción de legalidad, salvo que se demuestre su desacierto  e ilegalidad.” (Subrayas y negrillas fuera de texto)
Dentro de ese contexto, el juez del habeas corpus carece de competencia para cuestionar los elementos del punible, o la responsabilidad de los procesados, o la validez o valor de persuasión de los medios de convicción, o la labor que a ese respecto desarrolle el funcionario judicial, pues su ejercicio sólo permite el examen de los elementos extrínsecos de la medida que afecta la libertad, no la de los intrínsecos porque éstos son del ámbito exclusivo y excluyente del juez natural.
Con fundamento en lo anterior, se impone determinar con base en la solicitud de amparo (fl. 5), la impugnación y el material probatorio obrante en el expediente si se presenta una prolongación ilegal de la privación de la libertad del señor Juan Andrés López Díaz.
2.1 LOS HECHOS DEMOSTRADOS DENTRO DEL PROCESO
De conformidad con la inspección judicial practicada al plenario penal por el Tribunal Administrativo de Risaralda y con las afirmaciones del propio apoderado del impugnante, se encuentra demostrado lo siguiente:
1. El 28 de diciembre de 2011 se formuló acusación por parte de la Fiscalía contra el señor Juan Andrés López Díaz por los delitos de homicidio agravado y tentativa de homicidio agravado.
2. El día el 6 de febrero de 2012 se formalizó la acusación en audiencia, diligencia dentro de la cual el apoderado de Juan Andrés López Díaz presentó recurso de apelación.
3. La impugnación anterior se resolvió por la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira el día 29 de marzo de 2012.
4. El día 12 de abril de 2012, se formuló acusación contra el señor Juan Andrés López Díaz por los delitos de concierto para delinquir agravado, fabricación, tráfico y porte de armas de fuego.
5. El 13 de abril se suspendió la diligencia por la inasistencia de los apoderados de los detenidos.
6. El día 16 de abril de 2012 se continuó con la diligencia de formulación de acusación.
7. El 25 de mayo, fecha fijada para realizar la audiencia preparatoria, se suspendió la diligencia por la incapacidad de uno de los abogados defensores.
8. La diligencia anterior se reanudó el 1o de junio de 2012, fecha en la cual el apoderado de uno de los detenidos alegó falta de elementos materiales para la defensa, razón por la cual el Juez suspendió la diligencia y se programó para los días 21 y 22 de junio.
9. En las fechas citadas se surtió la diligencia programada y se señaló del 17 de septiembre al 5 de octubre como etapa para realizar la audiencia de juicio oral.
10. El detenido Juan Andrés López Díaz suscribió preacuerdo con la Fiscalía dentro de la etapa anteriormente señalada, convenio del que se retractó el detenido mediante escrito del 26 de septiembre de 2012.
11. Se decretó la conexidad procesal de dos procesos y se dispuso la suspensión de la diligencia para ser continuada el 3 de diciembre de 2012.
12. El día 3 de diciembre de 2012 no se continuó la diligencia antes citada porque el apoderado de uno de los implicados no asistió por causa justificada.
13. El proceso se reanudó el 4 de marzo de 2013 y los días 11, 12 y 13 del mismo mes se practicaron algunas pruebas y se denegaron otras, ante lo cual se interpusieron recursos de apelación que suspendieron la diligencia.
14. El día 26 de abril de 2013, una vez resuelto el recurso por el Tribunal Superior de Pereira y ante la solicitud de aplazamiento presentada por uno de los procesados, se señaló el 25 de junio como fecha para continuar el juicio oral.
15. La diligencia de juicio oral se suspendió nuevamente ante el recurso de apelación interpuesto por los apoderados defensores de los implicados frente a la decisión del Juez de aceptar una prueba presentada por la Fiscalía.
16. El recurso anterior fue resuelto por el Tribunal Superior de Pereira el 30 de julio de 2013.
17. Al continuar la diligencia de juicio oral, se negaron algunas solicitudes de los defensores, frente a lo cual presentaron recursos de apelación que volvieron a suspender la audiencia mientras se resolvía la impugnación.
18. Una vez decidido el recurso se señaló el día 13 y hasta el 17 de enero de 2014 como fecha para continuar con las diligencias. 
Analizados los hechos que fueron comprobados por el a quo, este Despacho encuentra que el habeas corpus resultaba adecuado al requisito de no haber terminado la audiencia de juicio oral al momento de su solicitud, esto es el 22 de enero del presente año, conforme con las diligencias vistas en la inspección judicial.
Ahora bien definido el cargo por el cual se pide el amparo constitucional el cual se contrae a la prolongación injusta de la privación de la libertad merece la pena auscultar en qué consiste tal circunstancia por cuanto si bien es cierto el parágrafo 1o adicionado por la Ley 1453 de 2011 al artículo 317 del Código de Procedimiento Penal consagra unos términos para realizar y reiniciar la audiencia de juicio oral, tal diligencia ha seguido su curso normal con todas las vicisitudes propias de la complejidad de ese tipo de proceso penales, como el propio apoderado del detenido López Díaz lo reconoce (fl. 4).
Revisadas las actuaciones penales se observa que, todas las diligencias, trámites y solicitudes dentro del proceso, han observado las garantías de protección para los detenidos, resolviendo sus solicitudes y recursos conforme con los términos legales, lo cual obviamente ha extendido en el tiempo la diligencia del juicio y pospuesto su decisión final. No se vislumbra en el adelantamiento de las diligencias alguna maniobra dilatoria, mucho menos a cargo de la administración de justicia, que pueda catalogarse como ilegal y que haya prolongado injustificadamente la etapa de juicio oral del proceso penal.
A manera de ejemplo, se pueden observar, los recursos de apelación interpuestos por los detenidos, los cuales han tenido que ser evacuados por el correspondiente superior jerárquico, trámite que evidentemente posterga la resolución en la sede judicial natural; o la solicitud de preacuerdo con la Fiscalía presentada por el apoderado del ahora recurrente para luego retractarse de la misma y solicitar su anulación; o la suspensión de las diligencias porque los apoderados de los implicados han alegado falta de elementos técnicos para la defensa; circunstancias todas que, en atención a su obligatorio trámite y discusión y en aras de proteger el derecho de defensa de todos los intervinientes, aplazan y prorrogan la solución final a la controversia, razones por las cuales el amparo constitucional no tiene vocación de prosperidad.
Tampoco aparece demostrado, de la lectura del acta de la inspección judicial donde se revisaron los documentos del expediente penal practicada por la primera instancia, que el demandante haya utilizado la acción de habeas corpus como mecanismo principal, faltando a uno de los requisitos de procedencia de la acción constitucional, porque estando en la posibilidad de solicitar beneficios como la libertad condicional y oponerse a las decisiones adoptadas en torno a ello, como lo afirmó el apoderado del detenido López Díaz, (fl. 5) no concluye si tales peticiones fueron resueltas o están pendientes de decisión, sino que evade la circunstancia con el argumento general que “ya se sabe cuál es la posición de la mayoría de los jueces”.
En otros términos, como de manera reiterada lo ha indicado la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, la procedencia de esta acción se encuentra supeditada a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal, pues, se reitera, lo contrario conllevaría a una injerencia indebida sobre las facultades que son propias al juez que conoce de la causa o de quien por virtud del ejercicio de la acción específica reglada en el procedimiento penal, debe resolver
, situación que no aparece demostrada con el material probatorio obrante en esta acción constitucional.
De acuerdo con lo anterior, la pretensión del apoderado de Juan Andrés López Díaz, no está llamada a prosperar, como quiera que la acción constitucional restringe su ámbito de aplicación a los casos expresamente referidos, sin que la situación expuesta encuadre en alguno de ellos.
La detención que actualmente cumple López Díaz, lo es en virtud de la medida de aseguramiento impuesta por el Juez de Control de Garantías de Cali y lejos está de ser considerada arbitraria o caprichosa, pues lo hizo en uso de las facultades que la ley le otorga para ello.
En razón de lo anterior, resulta forzoso concluir que la superación de la situación que aparentemente constituía presupuesto de hecho para la libertad provisional, acabó con la prosperidad de la impugnación que ahora se resuelve, razón por la cual la providencia apelada será confirmada.
En mérito de lo expuesto, la suscrita Magistrada, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
CONFIRMAR la decisión impugnada, por las razones expuestas en la parte motiva. 

Contra esta providencia no procede recurso alguno.
NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE AL TRIBUNAL DE ORIGEN 
LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ
Consejera de Estado
� Corte Constitucional, Sent. C-620/01, M.P. Jaime Araújo Rentería.


� Corte Constitucional, Sent. C- 496/94, M.P. Alejandro Martínez Caballero.


� Corte Constitucional, sentencias C-301/93 y C-620/01.


� Corte Constitucional, sentencia C-557/92, salvamento de voto de los Magistrados Angarita Barón y Martínez Caballero.


� Cfr. Providencia de Habeas corpus 26699 del 19 de diciembre de 2006.


� Sentencias de segunda instancia 14752 y 17576 del 2 de mayo y del 10 de junio de 2003, respectivamente.


� Habeas corpus del 15 de julio de 2008. Rad. 30191.


� En este sentido sentencia C-301 de 1993.


� Ver entre otras, Corte Suprema de Justicia Sala Penal Habeas Corpus 41657, Magistrado José Luís Barceló Camacho 





